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Resumen: En este comentario el autor estudia la condición de admisibilidad de las 
denuncias de violaciones de derechos humanos ante el Sistema Interamericano 
consistente en el previo agotamiento de los recursos internos, y su errada aplica-
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americana de Derechos Humanos en mayo de 2014.  
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Abstract: This article analyzes the condition of the exhaustion of the internal re-
medies for the admissibility of the petitions seeking the protection of the Inter Ame-
rican System of Human Rights in cases of violations of human rights, and its erro-
neous application by the Inter-American Court of Human Rights in the decision of 
the case Allan R. Brewer-Carías, on May 2014. 
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Hace 45 años, cuando se adoptó la Convención Americana sobre Derechos Humanos, se 
hizo con el firme compromiso de proporcionar a las víctimas del ejercicio arbitrario del poder 
público, que no podían obtener justicia de los tribunales nacionales, la posibilidad de recurrir 
a una instancia internacional, independiente e imparcial, con competencia para disponer las 
reparaciones a que hubiera lugar. El sistema así diseñado no tenía (ni tiene) el propósito de 
sustituir a las jurisdicciones de los propios Estados, que tienen la responsabilidad primordial 
de respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención. Por consiguiente, según 
los términos del artículo 46.1, literal a), de la Convención, cualquier reclamación internacio-
nal dirigida en contra del Estado debe estar precedida del agotamiento de los recursos de la 
jurisdicción interna, “conforme a los principios del Derecho Internacional generalmente 
reconocidos”. 

En el sistema interamericano de protección de los derechos humanos, la regla del ago-
tamiento de los recursos de la jurisdicción interna ha sido frecuentemente por los Estados. 
Esta circunstancia ha permitido que, desde un comienzo, la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos haya podido producir un valioso acervo jurisprudencial que, de manera co-
herente con el propósito de la Convención y con “los principios del Derecho Internacional 
generalmente reconocidos” a que ésta hace referencia, han señalado cuáles son las caracterís-
ticas de esta regla, las condiciones que deben reunir los recursos a agotar, el momento y la 
forma en que ella se debe hacer valer, y las excepciones a la misma. Sin embargo, toda esa 
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jurisprudencia se ha tirado por la borda con la sentencia dictada en el caso Brewer-Carías,1 
como muy bien se explica en el voto disidente de los jueces Manuel Ventura Robles y Eduar-
do Ferrer Mac-Gregor Poisot. 

La regla del agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna ha sido ampliamente 
desarrollada por el Derecho Internacional general, por la doctrina2 y por la jurisprudencia de 
otros tribunales internacionales3. Citando el artículo 26 del texto original de la Convención 
Europea de Derechos Humanos (recogido en el artículo 35.1 de su versión actual), que tam-
bién se remite a la regla del agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna “según los 
principios generalmente reconocidos del Derecho Internacional”, la Corte Europea de Dere-
chos Humanos ha entendido que, obviamente, la Convención Europea no ha pretendido dero-
gar la práctica internacional a este respecto.4 Del mismo modo, hasta su sentencia en el caso 
Brewer-Carías, la Corte Interamericana también había entendido que esta regla debía inter-
pretarse “conforme a los principios del Derecho Internacional generalmente reconocidos”, 
por lo que indagó sobre el alcance de los mismos, nutriéndose de la doctrina y la jurispruden-
cia internacionales. De allí es que se deriva que esta regla impone al Estado la obligación 
correlativa de proporcionar recursos adecuados y efectivos, que es un derecho del Estado y 
que su aplicación no es automática, haciendo ilusoria la protección internacional. 

Desde un comienzo, la práctica internacional ha dejado claramente establecido que ésta 
no es una regla rígida e inflexible, que deba ser aplicada mecánicamente en todo caso en el 
que ella sea invocada. En particular, su aplicación debe tener en cuenta el objeto y fin de 
aquellos tratados que tienen como propósito la protección de los derechos humanos, particu-
                                            

1  Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Brewer-Carías vs. Venezuela, sentencia 
del 26 de mayo de 2014 (Excepciones preliminares). 

2  Cfr. por ejemplo, Ian Brownlie, The Rule of Law in International Affairs, Martinus Nijhoff 
Publishers, The Hague/London/Boston, 1998, p. 103; Lassa Oppenheim, Tratado de Derecho Interna-
cional Público, octava edición inglesa a cargo de Hersch Lauterpacht, traducción al español por J. López 
Olivan y J. M. Castro-Rial, Casa Editorial Bosch, Barcelona, 1961, tomo I, vol. I, pág. 382; Charles 
Rousseau, Droit International Public, SIREY, Paris, 1983, Tome V, pp. 153 y ss.; Denis Alland, Droit 
International Public, Presses Universitaires de France, Paris, 2000, pp. 417 y ss.; John Collier and Vaug-
han Lowe, The settlement of disputes in International Law, Oxford University Press, Oxford, 1999, pp. 
195 y ss.; Anthony D’Amato, Internacional Law Anthology, Anderson Publishing Co., Cincinnati, 1994, 
p. 312; Antonio Cassese, International Law, second edition, Oxford University Press, Oxford, 2005, p. 
122; Michael Akehurst, Introducción al Derecho Internacional, título original, A Modern Introduction 
to International Law, George Allen & Unwin Ltd., segunda edición, Londres, 1971, traducción de 
Manuel Medina Ortega, Alianza Editorial, Madrid, 1972, pp. 159 y ss., Antônio A. Cançado Trindade, 
The application of the rule of exhaustion of local remedies in International Law, Cambridge University 
Press, Cambridge, 1983, y Eloy Ruiloba Santana, El agotamiento de los recursos internos como requisi-
to de la protección internacional del individuo, Universidad de Valencia, Secretariado de Publicaciones, 
Valencia, 1978. 

3  A título meramente ilustrativo, en el caso Interhandel, la Corte Internacional de Justicia mani-
festó que éste era “un principio bien establecido del Derecho Internacional consuetudinario”, y en el 
caso Elettronica Sicula (ELSI) lo calificó como un “importante principio de derecho internacional con-
suetudinario”. Cfr. International Court of Justice, Interhandel case, Switzerland c. United States of 
America, Preliminary objections, sentencia del 21 de marzo de 1959, en Reports of Judgments, Advisory 
Opinions and Orders, 1959, p. 27, y Case concerning Elettronica Sicula S.p.A. (ELSI), United States of 
America c. Italy, sentencia del 20 de Julio de 1989, Reports of Judgments, Advisory Opinions and 
Orders, 1989, p. 42, párrafo 50. 

4  Cfr. Corte Europea de Derechos Humanos, Casos De Wilde, Ooms y Versyp (“Vagrancy” 
Cases), sentencia del 18 de junio de 1971, párrafo 55. 
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larmente en situaciones en que se denuncia el ejercicio arbitrario del poder público. En con-
secuencia, la jurisprudencia anterior de la Corte Interamericana había indicado, reiteradamen-
te, que “la salvaguarda de la persona frente al ejercicio arbitrario del poder público es el 
objetivo primordial de la protección internacional de los derechos humanos [y que], en este 
sentido, la inexistencia de recursos internos efectivos coloca a la víctima en estado de inde-
fensión.”5 Es precisamente esta circunstancia, el ejercicio arbitrario del poder público y la 
inexistencia de recursos efectivos para ponerle remedio, la que explica y justifica la protec-
ción internacional de los derechos humanos. Por ende, tradicionalmente la Corte había inter-
pretado la regla del agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna teniendo en cuenta 
ese fin último de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que no puede dejar en 
la indefensión a quien es víctima del ejercicio arbitrario del poder público. Lo anterior es 
congruente con lo previsto por el artículo 29, literal a), de la Convención, en cuanto dispone 
que ninguna de sus disposiciones podrá interpretarse en el sentido de permitir a alguno de los 
Estados suprimir el goce y ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Conven-
ción, o limitarlos en mayor medida que la prevista en ella. Curiosamente, la sentencia de la 
Corte Interamericana, apartándose de su práctica anterior, omitió examinar esta excepción 
preliminar junto con el fondo de la controversia, a fin de determinar si, en efecto, la presunta 
víctima había sido objeto del ejercicio arbitrario del poder público, sin que hubiera recursos 
efectivos disponibles para subsanar esa situación, o sin que la víctima tuviera acceso a esos 
recursos. Como muy bien observan los jueces disidentes, esta es la primera vez en la historia 
de la Corte que ésta no entra a conocer el fondo del litigio para decidir si es procedente una 
excepción preliminar por falta de agotamiento de los recursos internos. 

Citando jurisprudencia de la Corte Europea de Derechos Humanos, desde un comienzo, 
la Corte ha entendido que, según los principios del Derecho Internacional generalmente reco-
nocidos y la práctica internacional, la regla que exige el previo agotamiento de los recursos 
internos está concebida en interés del Estado, pues busca dispensarlo de responder ante un 
órgano internacional por actos que se le imputen, antes de haber tenido la ocasión de reme-
diarlos con sus propios medios, por lo que se le ha considerado un medio de defensa del 
Estado y, como tal, renunciable, aun de modo tácito.6 La obligación de agotar los recursos 
internos es una oportunidad para que el Estado rectifique, por sus propios medios, el hecho 
ilícito que se le imputa; pero, según la anterior jurisprudencia de la Corte Interamericana, ella 
tiene que ser alegada por el Estado, en la primera oportunidad posible, debiendo indicar pre-
cisamente cuáles eran los recursos a agotar. En este sentido, ya en los primeros casos de que 
le tocó conocer, la Corte sostuvo que “el Estado que alega el no agotamiento tiene a su cargo 
el señalamiento de los recursos internos que deben agotarse y de su efectividad.”7 (Énfasis 

                                            
5  Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso del Tribunal Constitucional vs. Perú. Fon-

do, Reparaciones y Costas, sentencia del 31 de enero de 2001, párrafo 89. También, Caso “Instituto de 
Reeducación del Menor” vs. Paraguay. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, 
sentencia del 2 de septiembre de 2004, párrafo 239; Caso García Asto y Ramírez Rojas vs. Perú. Excep-
ción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, sentencia del 25 de noviembre de 2005, párrafo 114; 
Caso Claude Reyes y otros vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas, sentencia del 19 de septiembre de 
2006, párrafo 129. 

6  Cfr. Asunto Viviana Gallardo y otras, decisión del 13 de noviembre de 1981, párrafo 26. La 
referencia es a la sentencia de la Corte Europea de Derechos Humanos en De Wilde, Ooms and Versyp 
Cases (“Vagrancy” Cases), judgment of 18th June 1971. Aunque la Corte Interamericana no lo indica, el 
párrafo pertinente de la sentencia antes citada es el párrafo 55. 

7  Caso Velásquez Rodríguez, Excepciones Preliminares, sentencia del 26 de junio de 1987, 
párrafo 88, Caso Fairén Garbi y Solís Corrales, Excepciones Preliminares, sentencia del 26 de junio de 
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añadido) En el presente caso, en el procedimiento ante la Comisión y en su escrito de contes-
tación a la petición, el Estado se había limitado a alegar la falta de agotamiento de los recur-
sos internos, sin precisar de qué recursos se trataba y por qué esos eran los recursos idóneos 
que la presunta víctima debía haber intentado; esa circunstancia tampoco fue enmendada en 
el procedimiento ante la Corte, en el que el Estado se limitó a reproducir disposiciones de su 
derecho interno relativas a recursos jurisdiccionales. Sin embargo, en la sentencia que co-
mentamos, la mayoría de los jueces de la Corte se contentaron con un mero enunciado gené-
rico de los recursos existentes en el Derecho interno venezolano, sin especificar cuáles de 
esos recursos estaban disponibles en el caso particular, y sin explicar por qué esos recursos 
resultaban adecuados y efectivos para subsanar la situación jurídica infringida. Según esta 
nueva jurisprudencia, la Corte entendió que ella podía suplir ese vacío en los alegatos del 
Estado y, sin considerar los méritos del caso como hacía previamente, evaluar cuál de los 
recursos citados por éste podía haber sido un recurso adecuado y efectivo. Es interesante 
observar que, en su escrito de contestación a la demanda, el propio Estado había citado, e 
invocado la aplicación de lo decidido en la sentencia dictada en el caso Velásquez Rodríguez, 
indicando que: “el Estado que alega el no agotamiento tiene a su cargo el señalamiento de 
los recursos internos que deben agotarse y de su efectividad.” Razones habría para que, 
precisamente en este caso, la Corte se apartara de ese importante criterio jurisprudencial. 

Aunque el Estado no señaló de manera concreta cuáles eran los recursos adecuados a 
agotar, limitándose a indicar que todavía no había una sentencia de primera instancia y a 
mencionar los recursos disponibles en el ordenamiento jurídico venezolano,  la Corte señala 
que, en el presente caso, no se interpusieron los recursos que el Estado señaló como adecua-
dos, a saber el recurso de apelación, el recurso de casación y el recurso de revisión.8 Pero 
sería ingenuo asumir que la Corte no se percató de cuál era el objeto de la controversia. Si se 
hubiera alegado que el Estado había cometido una violación de los derechos consagrados en 
la Convención al condenar injustamente al profesor Brewer-Carías, obviamente que los re-
cursos adecuados abrían sido los previamente indicados; pero el objeto de la controversia era 
la averiguación previa y la imputación penal del delito de rebelión en contra de la víctima en 
este caso, sin posibilidad de acceder al expediente fiscal y sin posibilidad de impugnar esa 
imputación. 

No obstante que, de acuerdo con la jurisprudencia anterior de la Corte, la carga de la 
prueba en cuanto a los recursos idóneos que debían haberse agotado correspondía al Estado, 
los defensores del profesor Brewer-Carías demostraron que impugnaron, por todos los me-
dios legales a su alcance, la imputación penal del delito de rebelión formulada en su contra 
sobre la base de meros comentarios de prensa. Con ese propósito, se solicitó ante la Fiscalía 
se citara a declarar a varios testigos que podrían haber esclarecido la situación; se solicitó 
otras diligencias probatorias que, igualmente, podrían haber desvirtuado la imputación fiscal; 
se solicitó diligencias probatorias para demostrar que, en los días en que se le atribuía haber 
estado conspirando, se encontraba de vacaciones en el estado de Colorado, en Estados Uni-
dos; se solicitó la exhibición de videos mencionados en la acusación fiscal, a fin de poder 
demostrar inexactitudes entre lo afirmado por la fiscal y lo efectivamente contenido en esos 
videos. Todo eso fue negado, por lo que la víctima interpuso un recurso de nulidad por in-
constitucionalidad, que era el único recurso efectivo ante tales arbitrariedades que debía ser 

                                            
1987, párrafo 87, y Caso Godínez Cruz, Excepciones Preliminares, sentencia del 26 de junio de 1987, 
párrafo 90. 

8  Cfr. párrafo 97 de la sentencia. 
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resuelto en tres días y que, hasta la fecha, no ha sido decidido. Todo eso fue objeto de un 
recurso de nulidad por inconstitucionalidad. El Estado pudo remediar esta situación, resol-
viendo el recurso de nulidad antes referido; sin embargo, prefirió dictar una orden de deten-
ción preventiva en contra del profesor Brewer-Carías.  

Entre otras irregularidades cometidas en el procedimiento en contra del profesor Bre-
wer-Carías, se recibió el testimonio del General Lucas Rincón en forma clandestina y sin la 
presencia de sus defensores; se violó el principio de presunción de inocencia, invirtiendo la 
carga de la prueba y exigiendo a la víctima probar que no había redactado el documento que 
se le atribuía, pero sin que se le permitiera evacuar las pruebas promovidas por sus abogados; 
en fin, los jueces que intervinieron en el caso y que pudieron mostrar algún grado de inde-
pendencia e imparcialidad fueron destituidos. Todo ello fue objeto de un recurso de nulidad 
por inconstitucionalidad, que era el único recurso efectivo para subsanar esas irregularidades 
y que, en violación de la jurisprudencia de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de 
Justicia de Venezuela, aún no ha sido decidido. Como quiera que sea, estos hechos tenían que 
ver con la existencia de recursos judiciales efectivos y, por lo tanto, según la práctica anterior 
de la Corte, debieron ser examinados junto con la excepción de no agotamiento de los recur-
sos de la jurisdicción interna. En un tribunal cuya función es la protección de los derechos 
humanos, llama la atención que la Corte no haya explicado qué razones la llevaron a apartar-
se de su jurisprudencia anterior. 

Según la jurisprudencia anterior de la Corte, como contrapartida del requisito del ago-
tamiento de los recursos de la jurisdicción interna, “los Estados Partes se obligan a suminis-
trar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violación de los derechos humanos (art. 
25), recursos que deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso 
legal (art. 8.1), todo ello dentro de la obligación general a cargo de los mismos Estados, de 
garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda 
persona que se encuentre bajo su jurisdicción (art. 1)”.9 (Cursivas añadidas). En el presente 
caso, si había algún recurso idóneo para subsanar las arbitrariedades cometidas en la instruc-
ción del procedimiento penal iniciado en contra del profesor Brewer-Carías era el recurso de 
nulidad por inconstitucionalidad, que debía ser resuelto dentro de los tres días siguientes. 
Pero debe observarse que ni el procedimiento que se impugnaba ni el trámite del recurso de 
nulidad por inconstitucionalidad se ajustaron a las reglas del debido proceso legal a que se 
refiere la jurisprudencia anterior de la Corte. En esta ocasión, la Corte encontró que el proce-
so se encontraba en “una etapa intermedia”, o “en una etapa temprana”, estando pendiente 
una audiencia preliminar y una decisión de primera instancia, por lo que no era posible entrar 
a pronunciarse sobre la presunta vulneración de las garantías judiciales.10 Huelga decir que 
esa distinción entre “etapas tempranas” y fases posteriores del proceso no se encuentra reco-
gida en la Convención, no tiene ninguna base normativa, y es primera vez que es invocada en 
la jurisprudencia de la Corte. Esta extraña explicación, que justifica la vulneración de las 
garantías judiciales en la primeras etapas del proceso, ignora que muchas de esas garantías 
surgen desde el primer momento en que una persona se enfrenta a una acusación penal.  
¿Habrá que asumir que, a partir de esta sentencia, tal requisito no es indispensable? Si las 
reglas del debido proceso son una herramienta fundamental para evitar la arbitrariedad, ¿por 
qué, en este caso, la Corte acepta la existencia meramente formal de un recurso judicial? 

                                            
9  Caso Velásquez Rodríguez, Excepciones Preliminares, sentencia del 26 de junio de 1987, 

párrafo 91. 
10  Cfr. párrafos 88 y 96 de la sentencia. 
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Si la renuncia al trámite de los recursos judiciales “de conformidad con las reglas del 
debido proceso legal”11 es de por sí grave e inexplicable en una sentencia de un tribunal de 
derechos humanos es aún más grave el que, para agotar los recursos disponibles, tampoco se 
requiera, como lo hacía la jurisprudencia anterior, “garantizar el libre y pleno ejercicio de los 
derechos reconocidos por la Convención”. En efecto, la Corte ha dado por bueno el argu-
mento del Estado según el cual los recursos internos no se habrían agotado por encontrarse el 
profesor Brewer-Carías “prófugo de la justicia” y no haber comparecido personalmente ante 
los tribunales venezolanos. Según la sentencia, el artículo 7.5 de la Convención establece que 
la “libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia ante el jui-
cio”, de manera que los Estados se encuentran facultados a establecer leyes internas para 
garantizar la comparecencia del acusado y que la misma prisión preventiva (que sólo puede 
ser admitida excepcionalmente) tiene, entre sus fines, el de asegurar la comparecencia del 
imputado en juicio.12 Pero ni la Convención ni la jurisprudencia de la Corte indican que, para 
agotar los recursos de la jurisdicción interna, especialmente cuando se trata de un recurso de 
mero derecho, el acusado deba estar presente en el juicio. La sentencia pretende que una 
persona que es perseguida por razones políticas, acusada de un delito político, como es el 
delito de rebelión, para poder agotar los recursos disponibles, deba someterse a la persecu-
ción de que es objeto, y a los agravios y violaciones de derechos humanos que está denun-
ciando e intenta evitar, como es la privación de su libertad personal por tribunales que care-
cen de independencia e imparcialidad, sometiéndolo al escarnio público, y a tratos inhumanos 
y degradantes. De nuevo, es difícil encontrar argumentos jurídicos para explicar esta decisión 
que se aparta radicalmente de lo sostenido previamente en el sentido de que “los Estados 
Partes se obligan a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violación de los 
derechos humanos (art. 25), recursos que deben ser sustanciados de conformidad con las 
reglas del debido proceso legal (art. 8.1), todo ello dentro de la obligación general a cargo 
de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos 
por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (art. 1)”.13 

Para ser efectivos, los recursos de la jurisdicción interna deben subsanar la situación 
jurídica infringida; no agravarla, exponiendo a la víctima a una situación mucho más severa, 
obligándolo a renunciar al ejercicio de sus derechos como condición para poder agotar los 
recursos internos. Un recurso que, para agotarlo, obliga a la víctima a renunciar a la garantía 
de los derechos que le confiere la Convención Americana sobre Derechos Humanos no es un 
recurso efectivo; un recurso que, para agotarlo, obliga a la víctima a someterse a una deten-
ción ilegal y arbitraria no es un recurso efectivo. Pero, por alguna razón, la actual mayoría de 
los jueces de la Corte piensa lo contrario. 

No obstante que el profesor Brewer-Carías agotó el único recurso disponible adecuado y 
efectivo para subsanar la infracción de los derechos alegados, en su caso particular, estaba 
eximido de hacerlo. Al no ser una regla absoluta, en los términos del artículo 46.2, literal b), 
de la Convención, la regla del agotamiento de los recursos internos está sujeta a tres excep-
ciones, una de las cuales se desdobla en dos. La primera de dichas excepciones se refiere a la 
ausencia del debido proceso legal para la protección de los derechos que se alega han sido 

                                            
11  Caso Velásquez Rodríguez, Excepciones Preliminares, sentencia del 26 de junio de 1987, 

párrafo 91. 
12  Cfr. párrafo 134 de la sentencia. 
13  Caso Velásquez Rodríguez, Excepciones Preliminares, sentencia del 26 de junio de 1987, 

párrafo 91. 
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vulnerados. Según la sentencia, “de un alegado contexto estructural de provisionalidad del 
poder judicial no se puede derivar la aplicación directa de la excepción contenida en el artícu-
lo 46.2.a de la Convención, pues ello implicaría que a partir de una argumentación de tipo 
general sobre la falta de independencia o imparcialidad del poder judicial no fuera necesario 
cumplir con el requisito del previo agotamiento de los recursos internos.”14 Sin embargo, aquí 
se alegaron hechos muy concretos que tuvieron aplicación inmediata y directa en el caso del 
profesor Brewer-Carías; la Corte no consideró relevante que el Ministerio Público se hubiera 
negado a citar a los testigos propuestos por la defensa, que se negara a la víctima acceder a 
los videos y otros medios probatorios invocados en su contra, que se practicara el interrogato-
rio de un testigo en forma clandestina, sin permitir el acceso y el contrainterrogatorio de los 
abogados del profesor Brewer-Carías, que se transcribiera en forma adulterada, tergiversando 
lo expresado por algunos periodistas en entrevistas de televisión, que se ejercieran presiones 
indebidas sobre los jueces de la causa, o que se diera por establecida la culpabilidad del pro-
fesor Brewer-Carías tanto por parte del entonces Fiscal General de la República como de 
magistrados del Tribunal Supremo de Justicia; nada de eso fue relevante para la mayoría de 
los jueces de la Corte, en cuanto pudiera configurar la ausencia del debido proceso legal en 
este caso concreto. Por supuesto, tampoco resultó relevante la provisionalidad de los jueces y 
fiscales que intervinieron en el proceso seguido en contra del profesor Brewer-Carías. 

El profesor Brewer-Carías también estaba eximido de agotar los recursos de la jurisdic-
ción interna por falta de acceso a los mismos. En efecto, al condicionar arbitraria e ilegalmen-
te el trámite de un recurso de nulidad a la comparecencia personal de la víctima a una audien-
cia preliminar, en la cual sería detenido en virtud de una orden judicial incompatible con 
disposiciones constitucionales y convencionales (que señalan que la prisión preventiva es la 
excepción y no la regla), y que viola la presunción de inocencia, se le impidió el acceso físico 
a los recursos jurisdiccionales. En su Opinión Consultiva sobre Excepciones al Agotamiento 
de los Recursos Internos,15 la Corte había señalado que no puede exigirse el agotamiento de 
los recursos internos a quien, como en este caso, siente un fundado temor de que el ejercicio 
de ese recurso pueda poner en peligro el ejercicio de sus derechos humanos. Sin embargo, 
esta jurisprudencia también fue ignorada, dando paso a una decisión menos sensible a los 
derechos de la víctima. 

Pero la alegada falta de agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna también 
debió haber sido desestimada por el retardo injustificado en la decisión del recurso de nulidad 
planteado por el profesor Brewer-Carías que, ocho años después de haber sido intentado ante 
los tribunales venezolanos aún no había sido resuelto. Esta circunstancia resulta aún más 
sorprendente si se tiene en cuenta que, de acuerdo con el artículo 177 del Código Orgánico de 
Procedimiento Penal venezolano, dicho recurso debía ser decidido dentro de los tres días 
siguientes. Sin embargo, en el razonamiento de la Corte, teniendo en cuenta el contenido, las 
características y extensión del escrito presentado por la defensa del profesor Brewer-Carías, 
ésta consideró que su solicitud de nulidad no era “de las que deban resolverse en el plazo de 
tres días señalado en el artículo 177 del COPP”16 venezolano. No importa que ese haya sido 
el plazo estipulado por la legislación interna.  

                                            
14  Párrafo 105 de la sentencia. 
15  Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Excepciones al Agotamiento de los Recur-

sos Internos, OC-11/90, del 10 de agosto de 1990, párrafos 32 y 33. 
16  Cfr. párrafo 133 de la sentencia. 



REVISTA DE DERECHO PÚBLICO N° 139 /2014 

 

218 

En consecuencia, en lo futuro, ¡quien intente un recurso deberá hacerlo en forma breve 
y sumaria o exponerse a que el mismo sea resuelto después de ocho años! 

Incluso si no se hubieran agotado los recursos de la jurisdicción interna, concurrían to-
das las excepciones previstas en el artículo 46.2, literal b), de la Convención. 

Como dice un viejo refrán español, “tres cosas se necesitan para justicia alcanzar: tener 
la razón, saberla pedir, y que la quieran dar.” En el caso del profesor Brewer-Carías, perse-
guido por sus ideas, víctima del ejercicio arbitrario del poder público, que agotó todos los 
recursos jurisdiccionales a su disposición, es muy difícil negar que tenía la razón; sus aboga-
dos expusieron claramente el caso, invocando toda la jurisprudencia anterior de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. Como muy bien apuntaba Couture, “El derecho puede 
crear un sistema perfecto en cuanto a su justicia; pero si ese sistema ha de ser aplicado en 
última instancia por hombres, el derecho valdrá lo que valgan esos hombres (…) y las sen-
tencias valdrán lo que valgan los hombres que las dicten.”17 

                                            
17  Eduardo J. Couture, “Tutela Constitucional del Proceso”, en Fundamentos del Derecho Pro-

cesal Civil, Editorial Depalma, Buenos Aires, 1958, pp. 75 y 77. 


